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SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2016. 

El confinado Gabriel Pérez López (en adelante, Pérez López o 

recurrente) presentó por derecho propio una solicitud de revisión 

de una Resolución que emitió la División de Remedios 

Administrativos del Departamento de Corrección y Rehabilitación 

el 21 de abril de 2016 y que se notificó el 17 de mayo de 2016. 

Mediante la referida determinación se revocó una respuesta previa 

que confirmó una denegatoria de venta de cigarrillos, sellos, 

sobres, libreta legal y bolígrafos al recurrente durante una 

suspensión de privilegios bajo la “Regla 9”.  

I 

 A continuación hacemos un resumen de los hechos según 

surgen de la determinación recurrida. 

 Pérez López se encuentra cumpliendo una sentencia de 

cárcel en el Centro de Detención del Oeste.  El 19 de febrero  de 

2016, el recurrente presentó ante la División de Remedios 

Administrativos (en adelante, División) la solicitud de remedio 
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administrativo número CDO-169-16.  Alegó que el 8 de febrero de 

2016 intentó adquirir sellos, sobres, libreta legal, bolígrafos y 

cigarrillos en la institución penal pero no se los vendieron porque 

estaba sancionado por una Regla 9.  Adujo que lo anterior era 

contrario a los propios reglamentos de Corrección.  

 El 11 de marzo de 2016, la Supervisora de la Unidad de 

Cuentas de la institución carcelaria, Carmen M. Sánchez  

Santiago, emitió la siguiente respuesta: 

Cuando usted está sancionado según lo establecido 

por la Administración de Corrección son los artículos 
de aseo personal muy diferente a uso personal que 
usted alega como lo establece el Manual de las 

Tiendas. Para su conocimiento y acción 
correspondiente.1 
 

La antes referida respuesta se le notificó al recurrente el 21 

de marzo de 2016. 

Inconforme, Pérez López presentó una Solicitud de 

Reconsideración en la que alegó que las sanciones que imponía 

Corrección no podían alterarse o inflarse y que los reglamentos 

había que cumplirlos fiel y exactamente.  Indicó que en su caso se 

alteró la sanción que indicaba “sólo se venderán artículos de uso 

personal e higiene” puesto que no le vendieron sellos, sobres, 

libreta legal ni bolígrafos ni cigarrillos, artículos que el reglamento 

considera como de uso personal.   

 Así las cosas, el 21 de abril de 2016, la División dictó la 

Resolución objeto de este recurso en la que revocó la respuesta 

recurrida.  Esto, pues determinó que el Manual de las Tiendas 

clasifica los artículos objeto de controversia como de uso personal 

e incluye los artículos de higiene.  Por ello, concluyó que la Unidad 

de Cuentas erró al no venderle al recurrente libretas, sellos, 

sobres, bolígrafos y cigarrillos.  La agencia incluyó en su dictamen 

                                                 
1 Véase Resolución de la División de Remedios Administrativos de 21 de abril de 

2016. 
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las siguientes expresiones como parte de las conclusiones de 

derecho: 

Por consiguiente, a base de la totalidad del expediente 
administrativo del caso de autos, nuestra contención 
es que la negativa de venderle al recurrente durante el 

periodo en que estuvo sometido bajo la Regla 9 del 
Reglamento Disciplinario para la Población 
Correccional, privándole a éste de comprar sobres, 

sellos, libreta legal, bolígrafos ni cigarrillos violentó las 
disposiciones que establece el Manual de las Tiendas  

y del Programa Agropecuario, Art. II (A)(1)(e) que 
establece la lista de los que son artículos de Uso 
Personal. Dicho artículo no establece una categoría o 

sub categoría de lo que es un artículo de aseo personal 
o de uso personal, ambos son parte de lo que el 

Manual dispone como de Uso Personal. Se creó una 
ambigüedad en la mente del recurrente cuando lo 
informado al mismo indica que “solo se venderán 

artículos de uso personal e higiene” y se obró contrario 
a lo informado. Por lo que conforme a (sic) Manual de 
la Tiendas se debió haberle vendido ambas cosas y no 

solo artículos de aseo personal. Exhortamos a la 
Superintendente, Sra. María Lugardo Cintrón, que en 

una futura aplicación de Regla 9 que conlleve la 
sanción de Comisaría, se debe especificar si solo se 
venderá artículos de aseo personal a los miembros de 

la población correccional, esto para evitar errores e 
interpretación al momento de aplicar la suspensión de 
dicho privilegio.2 

    

 La Procuradora General, en representación de Corrección y a 

solicitud nuestra, nos informó que la resolución recurrida se le 

notificó al recurrente el 17 de mayo de 2016.   

 Inconforme, el 23 de mayo de 2016 el recurrente acudió ante 

este Foro por derecho propio mediante el recurso que nos ocupa, 

donde hace el siguiente señalamiento de error: 

Que la Administración de Corrección bajo sus 

aplicaciones de la regla 9, continúa bajo violaciones al 
derecho de los artículos de necesidades al preso, 
prohibiéndome el obtener ciertos artículos y/o todos 

bajo la regla 9, y no puedo tener el acceso a los 
tribunales.  

 
II 

 La jurisdicción es el poder o autoridad que posee un tribunal 

para considerar y decidir un caso o controversia.  Pérez López v. 

                                                 
2 Véase Resolución de la División de Remedios Administrativos de 21 de abril de 
2016, a la pág. 3. 
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CFSE, 189 DPR 877 (2013); CBS Outdoor v. Billboard One, Inc., 

179 DPR 391, 403-404 (2010); ASG v. Mun. San Juan, 168 DPR 

337, 343 (2006). Los tribunales debemos ser suspicaces 

guardianes de nuestra jurisdicción y no tenemos discreción para 

asumir jurisdicción allí donde no la hay.  S.L.G. Szendrey-Ramos 

v. F. Castillo, 169 DPR 873, 882 (2007). Siendo ello así, le 

corresponde a los foros adjudicativos examinar su propia 

jurisdicción.  Íd., pág. 883. 

Las cuestiones de jurisdicción por ser privilegiadas deben ser 

resueltas con preferencia, y de carecer un tribunal de jurisdicción 

lo único que puede hacer es así declararlo y desestimar. González 

v. Mayagüez Resort & Casino, 176 DPR 848 (2009). Ello se debe a 

que la falta de jurisdicción tiene las siguientes consecuencias: 

(1) no es susceptible de ser subsanada; 

 
(2) las partes no pueden voluntariamente conferírsela 

a un tribunal como tampoco puede éste 

arrogársela; 
 

(3) conlleva la nulidad de los dictámenes emitidos; 
 

(4) impone a los tribunales el ineludible deber de 

auscultar su propia jurisdicción; 
 

(5) impone a los tribunales apelativos el deber de 

examinar la jurisdicción del foro de donde procede 
el recurso, y 

  
(6) puede presentarse en cualquier etapa del 

procedimiento, a instancia de las partes o por el 

tribunal motu proprio.  S.L.G. Solá-Moreno v. 
Bengoa Becerra, 182 DPR 675, 682 (2011); 

González v. Mayagüez Resort & Casino, supra, pág. 
855. 

 

Nuestro Reglamento nos concede la facultad legal para 

atender y pasar juicio sobre las resoluciones y providencias finales 

dictadas por los organismos o agencias administrativas.  4 LPRA 

Ap. XXII-B, R. 56.  Ese mismo cuerpo de reglas nos faculta, por 

iniciativa propia o a la solicitud de parte, a desestimar un recurso 

cuando carecemos de jurisdicción para atenderlo. 4 LPRA 

Ap. XXII-B, R. 83 (B) (1) y (C).  Ante la falta de jurisdicción, 
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“procede la inmediata desestimación del recurso apelativo 

conforme lo ordenado por las leyes y reglamentos para el 

perfeccionamiento de estos recursos”.  S.L.G. Szendrey-Ramos v. 

F. Castillo, supra, pág. 883.  En tal situación el Tribunal debe 

desestimar el recurso y no entrará en los méritos de la cuestión 

ante sí.  Pérez López v. CFSE, supra. 

Por su parte, la doctrina de la academicidad requiere que 

durante todas las etapas de un procedimiento adversativo, 

incluyendo la etapa de apelación o revisión, exista una 

controversia genuina entre las partes.  Báez Díaz v. E.L.A., 179 

DPR 605 (2010).  Si una controversia ante la consideración de un 

tribunal se torna académica, ya sea por cambios fácticos o 

judiciales durante el trámite procesal del caso, la acción deja de 

ser justiciable.  Ello, porque la sentencia no tendría efecto legal y la 

misma resultaría ser consultiva.  Íd. 

Específicamente, un caso académico es aquel que intenta 

obtener un fallo sobre una controversia disfrazada, que en 

realidad no existe, o una determinación de un derecho antes que 

éste haya sido reclamado, o una sentencia sobre un asunto, que al 

dictarse, por alguna razón no podrá tener efectos prácticos sobre 

una controversia existente.  Asoc. Fotoperiodistas v. Rivera Schatz, 

180 DPR 920, 932 (2011), citando a San Gerónimo Caribe Project 

v. A.R.Pe., 174 DPR 640, 652 (2008), y otros.  Una controversia 

puede convertirse en académica cuando los cambios fácticos o 

judiciales acaecidos durante el trámite judicial torna en ficticia su 

solución, convirtiéndose así en una opinión consultiva sobre 

asuntos abstractos.  Íd.  Por tanto, al evaluar el concepto de 

academicidad hay que concentrarse en la relación existente entre 

los eventos pasados que dieron inicio al pleito y la adversidad 

presente.  Asoc. Fotoperiodistas v. Rivera Schatz, supra. 
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Por otro lado, debemos señalar que la academicidad puede 

ser levantada en cualquier momento del procedimiento judicial y 

una vez constatada impide resolver el caso en sus méritos.  Báez 

Díaz v. E.L.A., supra. 

Ahora bien, la doctrina ha establecido las siguientes 

excepciones que permiten nuestra intervención aun ante la 

presencia de un caso evidentemente académico: (1) casos en los 

que aun cuando la decisión del tribunal no afecta a las partes 

involucradas presentan una cuestión recurrente; (2) casos en 

donde la situación de hechos ha sido modificada voluntariamente 

por el demandado pero sin visos de permanencia; (3) pleitos de 

clase en los cuales la controversia se torna académica para un 

miembro de la clase mas no para el representante de la misma; y 

(4) casos que aparentan ser académicos pero en realidad no lo son 

por sus consecuencias colaterales.  San Antonio Maritime v. Puerto 

Rican Cement Co., Inc., 153 DPR 374, 387 (2001); RBR Const., 

S.E. v. A.C., 149 DPR 836, 846 (1999). 

III 

 En este caso el recurrente solicita que revisemos una 

determinación en la que Corrección le dio la razón en su reclamo.  

Es decir, la División resolvió a favor del confinado, ya que la 

sanción bajo la Regla 9 vigente el 8 de febrero de 2016 establecía 

que “solo se venderán artículos de uso personal e higiene” y los 

artículos en controversia caían bajo la definición de “uso personal”.  

Por ello, procedía que en aquella ocasión se le vendieran sobres, 

sellos, libreta, bolígrafos y cigarrillos. En vista de que la agencia 

resolvió a favor del confinado, no existe una controversia que 

atender.  

Es preciso enfatizar que la División exhortó a la 

Superintendente de la institución correccional a que en una futura 

ocasión, cuando se aplicase una Regla 9 que conllevara la sanción 
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de Comisaría, se especificara claramente si solamente se venderían 

artículos de aseo personal.  En ese sentido, el propio recurrente 

incluyó con su recurso una notificación de una Regla 9 el 17 de 

mayo de 2016, en la que se informó que se suspenderían por una 

semana los siguientes privilegios: “Visita (a excepción de su 

Abogado o Representante de la Agencia), Comisaría (solo se le 

venderá la compra de los artículos de higiene personal), 

Participación de actividades especiales, Recreación activa y 

Correspondencia (a excepción de la legal).” (Énfasis nuestro).  Lo 

antes descrito demuestra que la Superintendente actuó conforme 

la exhortación que le hizo la División. 

No encontramos que en este caso exista alguna de las 

excepciones a la doctrina de academicidad que justifique nuestra 

intervención. En vista de todo lo anterior y dado que la 

controversia es académica, debemos abstenernos de considerar el 

recurso en sus méritos y procede la desestimación del mismo. 

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, se desestima el 

recurso de revisión judicial. 

 Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones. 

 
Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


